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Nulidad por la debida integración del contradictorio y la vinculación de terceros con interés Legítimo por parte del juez de tutela. La jurisprudencia constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también ha expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. 
Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que,  en materia de tutela,  ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de los terceros con interés en el proceso, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA UNITARIA DE DECISIÓN

Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón
Acta No. ___

(Mayo 8 de 2017)

Encontrándose la presente acción de tutela a despacho para proferir el respectivo fallo de Segunda Instancia, se encuentra necesario declarar la nulidad de las actuaciones surtidas en el trámite de primer grado por las siguientes razones:

 I Antecedentes
Indicó el apoderado del actor, que en el año 2012 el Directivo Docente William López Trujillo accedió al concurso departamental para ser trasladado del municipio de Quinchia-Risaralda al municipio de Marsella, por medio de éste fue nombrado en propiedad como Directivo–Docente de la  Institución Educativa Instituto Estrada del Municipio de Marsella en el año 2012; dada la calidad del nombramiento, el cargo que ejercía no era susceptible  al trámite de nuevo vinculo en propiedad, igual situación se presentaba en la Institución Educativa Patio Bonito de La Celia al no estar vacante el puesto. 
Señaló que el Departamento de Risaralda expidió el Decreto 1466 de 27 de Diciembre de 2016 por el cual trasladaba a dos Directivos Docentes, cambiando de lugar de trabajo recíprocamente a los rectores de la Institución Educativa Patio Bonito del Municipio de La Celia y el de la Institución Educativa Instituto Estrada del Municipio de Marsella. Considera el accionante que el Decreto que ordenó su traslado carece de fundamento jurídico, que no cuenta con estudio de necesidad del servicio de carácter académico o administrativo, motivo que fundamentó la decisión, tampoco se creó comité de evaluación para el proceso de traslado, no se realizó estudio de la situación familiar, económica y social del accionante.

Indicó que el accionante no presentó solicitud de traslado al Municipio de La Celia, y que en la actualidad reside en el municipio de Pereira con su familia la cual depende económicamente de él, por lo que el traslado genera vulneración a la unidad familiar ya que sus hijos mayores estudian en la Universidad Tecnológica de Pereira y su hijo menor en el municipio de Marsella por lo que tendría que trasladarse solo al municipio de La Celia, duplicando sus gastos, viendo afectada su economía puesto que en el municipio de La Celia no recibirá el mismo salario y bonificaciones que en Marsella; también vería afectada su mesada pensional al momento de pensionarse, pues se modifica el ingreso base de liquidación.
Afirma que presentó Recurso de Reposición contra el decreto que ordena el traslado, y la entidad lo resolvió por la resolución 0108 de 07 de Marzo de 2017 confirmando la decisión. Replicó que el accionado guardó silencio en la solicitud de material probatorio que realizó a dicha entidad. 
Conforme a los hechos narrados anteriormente el actor solicitó que por medio de la acción constitucional se amparen los derechos al debido proceso, trabajo en condiciones dignas, estabilidad, unidad familiar y los derechos de los menores a tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado, el amor, la educación y la recreación. 
II Trámite impartido
La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito Pereira, luego de admitirla corrió traslado, por el término de dos (2) días al ente accionado, a efectos de que ejerciera su derecho de defensa. El Departamento de Risaralda contestó, que el Decreto 1466 de 27 de diciembre del 2016 se encuentra legalmente motivado en la necesidad del servicio, en busca del mejoramiento de los procesos de la calidad educativa por lo que no se puede hablar de una falsa motivación y arbitrariedad. Aduce que no vulneró el derecho al debido proceso ya que no se requiere de un comité de evaluación puesto que solo es necesario cuando el traslado es ordinario. No considera afectados los derechos fundamentales que invoca el demandante toda vez que el Directivo Docente al momento del traslado se transportaba a diario al municipio de Marsella e igualmente lo podía seguir haciéndolo al municipio de La Celia, también refiere que el accionante ya cuenta con su pensión. El accionado no considera procedente la acción de tutela en el caso porque el accionante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial como la acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho.
Llegado el día del fallo la jueza no concedió el amparo Constitucional aduciendo la improcedencia de la acción de tutela, puesto que las alegaciones del actor estaban basadas en conclusiones personales según las cuales el traslado le desmejoraría sus acreencias laborales y se vería afectado su núcleo familiar sin que existiera alguna evidencia que indicara, aunque fuera someramente, la vulneración de los derechos invocados.
Inconforme con tal decisión, el actor impugnó la sentencia proferida.

 III Consideraciones
3.1 Problema Jurídico
¿La falta de vinculación de terceros con interés legítimo, genera la nulidad en el trámite de tutela?

3.2 La debida integración del contradictorio y la vinculación de terceros con interés legítimo por parte del juez de tutela
La Jurisprudencia Constitucional ha sido consistente en sostener que la acción de tutela y las actuaciones que ella genera no se encuentran sujetas a fórmulas sacramentales, solemnidades, ni requisitos especiales que terminen por obstaculizar la finalidad con que la misma fue concebida, que no es otra, que el resguardo inmediato de los derechos fundamentales; sin embargo, también ha expresado que tal informalidad no puede implicar el quebrantamiento del debido proceso, en cuyo contenido constitucionalmente protegido se incorporan los derechos de defensa y contradicción. 

Es así que en procura de garantizar el respeto por dichas prerrogativas, el juez constitucional está llamado a hacer uso de las amplias facultades oficiosas que,  en materia de tutela,  ha sido revestido, siendo una de ellas, la vinculación al trámite de tutela de los terceros con interés en el proceso, pues no en vano, el parágrafo del artículo 29 del Decreto 2591 de 1991, prohíbe las sentencias inhibitorias.

Lo anterior, no tiene otra finalidad que permitir que las personas naturales o jurídicas que puedan estar involucradas con la vulneración de los derechos sobre los cuales se busca la protección, así como aquéllas que puedan verse afectadas por el cumplimiento de una eventual orden de amparo, o por las decisiones que adopte el juez constitucional, puedan ejercer garantías procesales de orden constitucional materializadas en su oportuna intervención al trámite, con el fin de pronunciarse sobre las pretensiones de la demanda, aportar y solicitar las pruebas que consideren pertinentes, y en fin, hacer uso de los medios de defensa y contradicción que ofrece el ordenamiento jurídico.

La Corte Constitucional en Auto 536 de 2015  sistematizó las reglas que se derivan de los deberes de los jueces de tutela ante la indebida integración del contradictorio esto es, cuando el accionante dirige el amparo en contra de una parte, pero el juez de tutela encuentra que existen otras personas, entidades o instituciones que deben ser vinculadas al proceso, ya sea por tener un interés directo en la decisión o por ser potenciales destinatarias de las órdenes de protección de derechos fundamentales: 

(i) Es deber del juez de tutela integrar el contradictorio en virtud del principio de oficiosidad. Puede ocurrir que la demanda se entable contra un sujeto distinto a quien se le puede imputar la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, caso en el cual no debería prosperar la acción de tutela. Sin embargo, una vez se advierta de la situación, el juez tiene la facultad oficiosa, antes de resolver el asunto, de vincular a la persona o entidad contra la cual ha debido obrar el demandante (ii) Ese deber oficioso del juez se aplica no solo cuando el accionante omite vincular a quien esté real o aparentemente involucrado en los hechos, sino en los casos en que aparezca otro ente que por su actividad, funciones o actos ha debido ser vinculado; es decir, cuando el juez, en el ejercicio de análisis de los hechos y las pruebas encuentra un nexo causal entre estos y las funciones u obligaciones de otra entidad.(iii) En el derecho común la indebida integración del contradictorio lleva a la adopción de fallos inhibitorios. Esto no es posible en el caso de la acción de tutela, de conformidad con lo establecido en el parágrafo único del artículo 20 del decreto ley 2591 de 1991, que prohíbe de manera expresa ese tipo de sentencias. Por lo tanto, es deber del juez constitucional hacer uso de sus poderes oficioso para garantizar a quienes se vean afectados con la decisión o tengan un interés legítimo en la misma, para que ejerzan su derecho de defensa.

(iv) Si en el trámite de la acción de tutela puede deducirse razonablemente que se está ante una vulneración de un derecho fundamental pero el juez de primera instancia omitió integrar adecuadamente el contradictorio, dicha integración puede ser adelantada por el juez de segunda instancia o incluso por la Corte Constitucional.
Así las cosas, resulta evidente que la falta de vinculación o de notificación de las actuaciones procesales efectuadas en el trámite de una tutela a un tercero con interés legítimo, generan una nulidad que impide atender de fondo el asunto, pero que puede ser subsanada con la efectiva integración del contradictorio. 

3.4. Caso concreto

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad, como ya se dijo, el cual luego de admitirla corrió traslado, por el término de dos (2) días, a la entidad accionada a efectos de que ejercieran su derecho de defensa, pero olvidó vincular al proceso al Directivo Docente de la Institución Educativa Patio Bonito del Municipio de La Celia, Jorge Alberto Tamayo Ceballos, pues resulta evidente que en el caso de prosperar el amparo constitucional solicitado por el accionante, se verían seriamente afectado en sus intereses. Esta omisión atenta contra el derecho de defensa pues es bien sabido que es obligatorio conformar el contradictorio con todos aquellos que puedan verse afectados con la decisión que se adopte al interior de la acción de amparo constitucional. 

Así las cosas, y como quiera que en tal sentido no obró la a quo, se declarara la nulidad de todo lo actuado dentro del presente trámite, desde el auto admisorio de la demanda, y remitirá la demanda y sus anexos al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad, con el fin de que subsane la falencia que dio lugar a la configuración del vicio antes advertido, dejando a salvo la notificación al Departamento de Risaralda y la contestación que esta entidad presentó.
En virtud de lo anterior, se resuelve:

PRIMERO: DECLARAR, la NULIDAD de todo lo actuado a partir del auto admisorio de la demanda de tutela proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dejando a salvo la notificación al Departamento de Risaralda y la contestación que esta entidad presentó, por las razones que se expresaron en la parte motiva. 
SEGUNDO: REMITIR a través de la Secretaría de esta Corporación, el expediente al Juzgado Segundo Laboral del Circuito. 

TERCERO: Comuníquese esta decisión a los interesados, por el medio más eficaz.
Notifíquese y cúmplase. 
La Magistrada, 
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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